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Se ocupa la Sala de desatar el recurso de apelación interpuesto por el interno MODESTO ARBOLEDA CASTAÑO, contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el pasado cinco (5) de abril de dos mil seis (2006), por medio del cual le negó el descuento de la décima (1/10) parte de la pena,  contemplado en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005.
1.- PROVIDENCIA 

Tuvo en cuenta el Juez ejecutor que el señor ARBOLEDA CASTAÑO purgaba las condenas que le habían sido impuestas por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Armenia (Qdío.), mediante sentencia del treinta (30) de septiembre de dos mil cuatro (2004), al hallarlo responsable del delito de peculado por apropiación, con la consecuente imposición de una sanción de cuarenta y nueve (49) meses de prisión; y, el Juzgado Primero Penal del Circuito de esta capital, por las conductas punibles de estafa y obtención de documento público, del orden de cincuenta y dos (52) meses de prisión, proferida el trece (13) de julio de dos mil cinco (2005), decisión que al ser apelada mereció la confirmación de esta Sala en providencia del veintiocho (28) de septiembre del año inmediatamente anterior. Tales sanciones habían sido objeto de la acumulación jurídica de penas por parte de ese despacho, con lo cual el señor ARBOLEDA CASTAÑO debía descontar setenta y siete (77) meses de prisión.   
En lo que hacía con la solicitud elevada, consideró el señor Juez de instancia que de conformidad con el contenido de la Ley 975 de 2005 y el Decreto Reglamentario 4760 del treinta (30) de diciembre de dos mil cinco (2005), artículos 70 y 27 respectivamente, la rebaja punitiva allí contemplada, exigía el cumplimiento de unos requisitos que eran concurrentes y debían satisfacerse plenamente para acceder a la reducción de pena establecida.

En especial, destacó que no se observaba que se hubiera presentado una efectiva colaboración con la justicia, que permitiera deducir con toda claridad que la situación del solicitante encajara en las 413 a 418 de la Ley 600 de 2000, referentes a ese rubro, con lo cual en ambos procesos la prueba de cargo debió ser recogida por la Judicatura.
Por demás, en lo que hacía con la condena proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, en virtud de la apelación interpuesta, había quedado ejecutoriada mucho tiempo después de haberse proferido la Ley 975 y en consecuencia, sobre tal sentencia tampoco era posible estudiar la posibilidad de rebajar la pena. Así las cosas, y como los requisitos exigidos debían ser plenamente satisfechos, ante las falencias enumeradas era necesario negar la rebaja punitiva.
De manera adicional, se le reconoció al recluso una redención de pena por estudio y trabajo, del orden de seis (6) meses y cinco (5) días.

Por último, sobre la solicitud de prisión domiciliaria elevada, el Juzgado aclaró que mediante auto del treinta (30) de diciembre de dos mil cuatro (2004) se le había resuelto petición similar, que fuera debidamente confirmada por esta Corporación, razón por la cual no había lugar a un nuevo pronunciamiento al respecto y el despacho se atenía a las decisiones ya reseñadas.

2.- RECURSO 

En el escrito pertinente, el recluso se refiere a la inexistencia de colaboración con la justicia a que hizo alusión el auto impugnado, sobre lo cual manifiesta que no se tuvo en cuenta que no pertenece a ninguna organización criminal y que por tanto no tenía información para brindar a la Justicia. No aceptó los cargos formulados por ser persona inocente y ejerció su derecho a la defensa y a un juicio justo. Así las cosas, por ejercer sus garantías no podía ser castigado con la negativa a concederle el beneficio.

En lo que atañe con la condena no ejecutoriada, refuta el impugnante señalando que la primera sentencia había quedado ejecutoriada desde el año 2004 y sobre la misma sí era procedente el descuento punitivo, en tanto que la rebaja debía ser sobre la pena allí impuesta.
Por último, se ocupó de la falta de pronunciamiento con respecto a la prisión domiciliaria, para lo cual advirtió que no se tuvieron en cuenta nuevas circunstancias como el hecho de ser mayor de 65 años y que la modalidad del delito no era grave.
Solicita la revocatoria del auto apelado, para que en su defecto se le conceda el descuento punitivo que le fuera negado, así como la prisión domiciliaria.
3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Por tener competencia para decidir, según los factores territorial y funcional, procede la Sala a encarar el estudio del expediente y del auto interlocutorio impugnado.

Para ello, desde ahora se dirá que con motivo de la declaratoria de inexequibilidad de los artículos 70 y 71 de la Ley 975 de 2005 que ha hecho la Corte Constitucional mediante la sentencia C-370 de 2006, al encontrar vicios de procedimiento en el trámites de estas disposiciones, la rebaja punitiva consagrada en la primera de las disposiciones mencionadas, ha dejado de existir en nuestra legislación. Téngase en cuenta, en ese sentido, que la regla en tratándose de fallos de inexequibilidad, es que ellos rigen hacia el futuro y que aquellas situaciones que no alcanzaron a consolidarse con fundamento en la disposición retirada del ordenamiento, ya no podrán ser cobijadas por ella. Por tanto, una vez suprimida del panorama jurídico la norma que posibilitaba la rebaja deprecada, ya no sería posible, en principio, que la misma pudiera ser utilizada para satisfacer la pretensión del impugnante.  
3.1. El Caso Concreto
De todas maneras, obsérvese que en lo que a esta situación particular concierne, el Juez de primer grado no desacertó en su decisión de negar la rebaja punitiva pedida.
En efecto, tal como se manifestó en el interlocutorio apelado, en este evento se echa de menos una efectiva Colaboración con la Justicia, dado que del comportamiento procesal del señor ARBOLEDA CASTAÑO, no se puede predicar que haya cooperado con la Administración de Justicia en los precisos términos a los cuales se hacía mención en la disposición derogada (Arts. 70 Ley 975 de 2005 y 27 del Decreto 4670 del 30-12-2005). 
Infortunadamente para los intereses del interno, y al margen de no ser necesario pertenecer a una organización criminal como él mismo lo señala, para obtener el descuento punitivo, la normativa a la que se hizo referencia exigía un grado de colaboración así fuera mínimo, que hubiera permitido el ahorro de tiempo y recursos en la investigación, precisamente los que no se percibieron en los sendos trámites adelantados.
En el otro aspecto de la solicitud originalmente elevada y al que se hizo alusión en la sustentación del recurso, debe decirse que en verdad el asunto prisión domiciliaria ya fue dilucidado con anterioridad y no aparece viable que se vuelva a estudiar una petición semejante, debido a que no han variado las circunstancias que en su momento se tuvieron en cuenta para negar la casa por cárcel. Con todo, el señor MODESTO, afirma que cumplió los 65 años de edad, particularidad que permitiría que en su caso se estudiara la posibilidad de suspendérsele la pena (Art. 362 Ley 600 de 2000), para lo cual puede perfectamente elevar solicitud para que el Juzgado de Ejecución de Penas se pronuncie sobre este específico punto. 
Con fundamento en lo esbozado, se impone la confirmación de la providencia impugnada. 
4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, objeto de impugnación.
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